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1 proyecto de ley de fraccionamiento pesquero, 

actualmente en discusión en comisión mixta 

en el Congreso, ha generado una legítima 

preocupación en el sector pesquero industrial, 

tanto por sus eventuales efectos patrimonia- 

les como por el riesgo de socavar uno de los 

pilares más relevantes del aparato producti- 

vo nacional. La conformación de la comisión augura un 

debate marcado por la división entre el bloque oficialista y 

el opositor, donde las posiciones apuntan, por el lado del 

primero, a la supuesta ilegitimidad de la norma vigente y, 

del segundo, al cambio de reglas. 

Por lo pronto, las empresas del 

sector ya han comenzado a dar señales 

de los conflictos que se avecinan de 

prosperar la iniciativa. El abogado de 

la pesquera Camanchaca, Jorge Bofill, 

adelantó a DF que la compañía evalua- 

rá iniciar acciones legales para exigir 

una compensación por perjuicios económicos. Solo en este caso 

las Licencias Transables de Pesca (LTP) tienen un valor de 

US$ 38 millones, a los que se suman más de US$ 56 millones 

provenientes de la actividad extractiva, montos que, según la 
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Es legítimo que el Estado busque 
fortalecer al sector artesanal, 

pero no puede hacerlo a costa de 
debilitar al industrial sin medir 
consecuencias estructurales. 
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desde 90% a 70%, según lo propuesto por el Ejecutivo. 

Más allá del debate sobre equidad entre sectores, esta mo= 

dificación implica una alteración sustantiva en las condiciones 

con que se otorgaron las licencias originalmente, y que confi- 

guran un derecho económico consolidado. En términos jurídi- 

cos y económicos, no es exagerado calificar este escenario como 

una forma encubierta de expropiación sin indemnización. 

El impacto no es meramente contable. El sector pesquero 

genera más de 36 mil empleos directos y 80 mil indirectos, 

sostiene cadenas productivas en múltiples regiones del país y 

opera bajo esquemas de inversión de largo plazo, con horizon- 

tes de retorno de, al menos 30 años. 

Las señales regulatorias que intro- 

duzcan incertidumbre o alteren reglas 

esenciales atentan contra nuevas 

inversiones, deterioran el valor de 

empresas consolidadas y reducen la 

competitividad de Chile en un contex- 

to de comercio global tensionado y con 

crecientes desafíos logísticos. 

Es legítimo que el Estado busque fortalecer al sector artesa- 

nal, pero no puede hacerlo a costa de debilitar al industrial sin 

medir consecuencias estructurales. Una reforma desequilibra- 

firma, quedarán en entredicho si el proyecto avanza. A nivel 

agregado, un estudio del exsubsecretario de Pesca Andrés 

Couve proyecta una pérdida patrimonial de USS 410 millones 

para el sector industrial entre 2025 y 2032, equivalente a 22,5% 

del valor actual de las LTP. La mayor parte se explicaría por la 

reducción en la cuota de pesca industrial del jurel, que caería 
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Contrarrevolución 
conservadora 

l auge nacionalpopulista que agita diver 

sos lugares del planeta es interpretado 

de manera disímil por los observado- 

res. Mientras liberales y progresistas 

recelan de una peligrosa normalización de la 

“extrema derecha” (Cas Mudde), denuncian 

el advenimiento de los “hombres fuertes 

autoritarios” (Gideon Rachman) o creen que 

significa el retorno de la “autocracia” y el 

“ocaso de la democracia” (Anne Apple- 

baum), los conservadores tienden a ver el 

fenómeno con la esperanza de que podría 

volver a poner las cosas en el sitio desde el 

cual jamás deberían haber salido. Es esta úl- 

tima una mirada que recibe menos atención 

mediática, por lo cual resulta conveniente 

revisar sus argumentos. 

Kevin Roberts, presidente de la Heritage 

Foundation, un centro de estudios con= 

servador con sede en Washington D.C., ha 

publicado un volumen que ilustra este punto 

de vista. En Dawn's early light (libro que uti- 

liza como título un verso del himno nacional 

norteamericano), Roberts reitera la acusa- 

ción conservadora de que Estados Unidos 

enfrenta una suerte de “conspiración contra 
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la naturaleza” impulsada por élites políticas, 

culturales y corporativas cuyos intereses 

difieren severamente de los que identifican 

alos ciudadanos en general. Se trata, afirma, 

de una conspiración “contra las sociedades 

civilizadas basadas en el orden, el sentido 

común y la gente normal” y se expresa en la 

sistemática “destrucción de las instituciones 

que definen el estilo de vida americano para 

rteemplazarlas por compromisos ideológicos 

e imperativos burocráticos”. 

Otro analista conservador, Christopher 

Caldwell, ha hecho notar que, desde la dé- 

Cada de 1960, Estados Unidos vive un anta- 

gonismo creciente entre dos comprensiones 

político-culturales: por un lado, la izquierda 

liberal progresista, que privilegia una 

reforma incremental que expande sin fin la 

autonomía individual, estima que el Estado 

tiene que garantizar derechos cada vez más 

incluyentes y cree que EEUU debe promover 

la democracia, la economía globalizada y los 

“Necesitamos un conservadurismo ofensivo, no solamente 
uno que trata de evitar que la Izquierda siga haciendo lo 
que no nos SR sugiere el vicepresidente de EEUU, J.D. 

prólogo del libro “Dawn's early light”. Vance, en e 

valores progresistas; por otro, una derecha 

conservadora que considera la Constitución 

de 1787 como un texto fundacional cuasi 

sagrado que reconoce derechos asociados a 

obligaciones ciudadanas, restringe el poder 

del Estado dentro y fuera del país y postula 

un retorno a la tradición. 

El problema, apunta Roberts, es que la 

da no sólo compromete activos privados: erosiona el empleo 

formal, las exportaciones y la generación de valor agregado 

en el sector alimentario, precisamente uno de los pocos con 

ventajas comparativas claras. Aún hay margen para corregir el 

rumbo. La política pública debe mirar el largo plazo y no dejarse 

arrastrar por visiones de corto alcance. 

interpretación “sesentera” ha ido impo- 

niéndose paulatina y sostenidamente y que, 

como asevera el vicepresidente J.D. Vance en 

el prólogo del libro, la derecha republicana 

tradicional no ha querido o no ha podido 

impedirlo, convirtiéndose en vagón de cola 

de un proceso que corrompe a la sociedad 

norteamericana. La solución, dice Roberts, 

es hacer “un círculo de carretas y cargar los 

mosquetes”, a la usanza de los pioneros del 

Viejo Oeste. Lo que se requiere no es seguir 

jugando a la defensiva para apagar el fuego y 

venerar las cenizas, sino pasar al ataque para 

reconstruir. “Necesitamos un conservadu- 

rismo ofensivo, no solamente uno que trata 

de evitar que la izquierda siga haciendo lo 

que no nos gusta”, sugiere Vance. 

Esta actitud contrarrevolucionaria 

distingue también a los partidos y movi- 

mientos nacionalpopulistas en Europa, que 

registran un amplio avance electoral pese 

alas prohibiciones, vetos y medidas de 

dudosa legitimidad que ha venido impo- 

niendo contra ellos el establishment liberal 

progresista de ese continente. La tendencia 

es clara y amenaza con generar un cambio 

político y cultural de peso con consecuencias 

difíciles de predecir. Vivimos tiempos de 

incertidumbre y de colisión entre cosmovi- 

siones arraigadas.   
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Juventud, divino tesoro 

e supone que la izquierda es la ideología de los jóvenes: re- 

belde, idealista, ávida de cambios. Pero como todo lo juvenil, 

carga con sus propias contradicciones. Aunque desconfía del 

poder, impulsa un Estado que no solo crece en presupuesto, 

sino también en atribuciones, con la fantasía de imponer una moral 

robesperriana sobre cualquiera que desobedezca sus altos estánda- 

res adolescentes. 

¿Recuerda el lector aquellos días en que la juventud frenteam- 

plista se escandalizaba por las clases de ética del caso Penta, por 

las tramas de colusión entre empresarios o por el juicio de Martín 

Larraín? Entonces, los dardos apuntaban al sistema de persecución 

penal: jueces, fiscales y sus supuestas complacencias con el poder 

político y económico. 

Pero el tiempo es implacable y nada envejece tanto como el ejer- 

cicio del poder. Hoy, desde La Moneda, escuchamos las críticas con= 

tra la interceptación telefónica de Miguel Crispi —autorizada por 

un juez en el marco del caso convenios— y contra el intento fallido 

del Ministerio Público de intervenir una línea anteriormente usada 

por el Presidente, cuya solicitud fue rechazada por el tribunal. 

Conviene distinguir. No se trata aquí del problema de las filtra- 

ciones desde el Ministerio Público, aunque son graves. Tampoco de 

la decisión editorial de los 

medios de publicar esas 

filtraciones, con todos los 

dilemas que eso conlleva. 

El punto en debate es 

el uso de una medida 

intrusiva —como la in- 

terceptación telefónica— 

respecto de una autoridad 

política en ejercicio. 

Estas medidas no son 

un exceso del sistema, 

sino una herramienta indispensable para investigar delitos com- 

plejos, muchas veces protegidos por redes de poder. Su aplicación 

exige autorización judicial, precisamente para evitar abusos y 

proteger derechos fundamentales. Esa doble llave —fiscal y juez de 

garantía— es la que legitima su uso. Que puedan aplicarse también 

sobre autoridades políticas no es una falla institucional sino una 

garantía republicana, porque en un Estado de derecho nadie —ni 

siquiera el Presidente— está por encima del control penal. Cuestio- 

nar ese principio es erosionar la autonomía del Ministerio Público 

y, con ella, una de las principales barreras frente al abuso impune. 

Por eso resultan tan insólitas las quejas del oficialismo contra la 

Fiscalía. Al final, terminaron haciendo exactamente lo que antes 

denunciaban: defendiendo al poder del que antes desconfiaban, 

cuestionando las atribuciones de un órgano del Estado cuando 

investiga a los suyos y olvidando, sin nostalgia, su antigua indigna- 

ción contra la corrupción. 

Tal vez no haya traición más predecible que la del idealismo 

cuando se instala en el poder. Lo que fue rebeldía se vuelve com- 

placencia; lo que fue crítica, cinismo. Y así, una generación que 

prometía renovar la política acaba replicando sus peores rutinas. 

“Juventud, divino tesoro, te vas para no volver...” 

“Resultan insólitas las 
quejas del oficialismo 
contra la Fiscalía. Al final, 
terminaron haciendo 
exactamente lo que antes 
denunciaban”. 
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